
  



TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

                   SALA CIVIL-FAMILIA 

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, mayo diez de dos mil dieciséis 
Expediente 66001-31-03-005-2016-00033-01

  



Sería del caso entrar a resolver la impugnación que interpuso la demandante frente a la sentencia del 28 de marzo último, dictada por el Juzgado Quinto Civil del Circuito local, en la acción de tutela que Elizabeth Nieto Morales, en su propio nombre, promovió contra el Juzgado Promiscuo Municipal de Marsella (Risaralda), a la que fueron vinculados Bancolombia, la Cooperativa de Caficultores de esa municipalidad, Marco Tulio Zuluaga Bustos y Jesús María Osorio Betancourt, si no fuera por la irregularidad que ahora se detecta y que viene a erigirse como causal de nulidad de lo actuado.
  



En efecto, en uso de la acción consagrada en el artículo 86 de la Constitución Nacional, solicitó la libelista, la protección del derecho fundamental al debido proceso, que estimó conculcado por el despacho judicial al que demandó.





El juzgado de conocimiento, previa asignación que del expediente le hiciera la Sala Penal de este Tribunal por competencia, con auto del 10 de marzo del presente año, dispuso admitir el libelo, vincular a Bancolombia, a la Cooperativa de Caficultores de Marsella, a Marco Tulio Zuluaga Bustos y a Jesús María Osorio Betancourt, y ordenó correr traslado por el término de 2 días.

  



Vía correo, se enteró de ello al juez demandado y al representante legal de Bancolombia; luego en comunicación telefónica y por correo electrónico a Marco Tulio Zuluaga Bustos.
 



Empero, en lo que atañe a las notificaciones de Jesús María Osorio Betancourt y la Cooperativa de Caficultores de Marsella, pese a que también se les remitió por correo el oficio, los informes de trazabilidad web de la empresa de correo, dicen en cuanto a esta que el destinatario “No reside- dev a remitente”  (f. 60, c, 1) y respecto de aquel, se consigna: “Admitido-Otros: lista de correo” (f. 62, c. 1).

 



Se procedió luego a dictar el fallo de instancia y en el trámite de notificación del mismo, acaecieron similares circunstancias con dichos codemandados (f. 110 y 112), sumada ahora la imposibilidad de enterar a Marco Tulio Zuluaga Bustos (f. 111), a quien luego, como se plasmó al inicio de estas líneas, se le enteró por e-mail, previo dato suministrado, todo parece indicar, por él mismo (f. 117).
 



Impugnada la sentencia por parte de la demandante, y prevalida de una constancia secretarial acerca de las gestiones realizadas en procura de la ubicación del señor Zuluaga Bustos para efectos de la notificación de rigor, ordenó su materialización por ese medio virtual, adicional a que como el requerido indicó que actuaba como liquidador de la Cooperativa de Caficultores (f. 117), también se materializó por su intermedio la notificación del fallo.  


 

  



De lo relatado, surgen dos serias anomalías que trastocan la actuación, pues, de un lado, en lo que tiene concierne a Jesús María Osorio Betancourt, no se le ha dado noticia alguna del presente trámite, a pesar de ser vinculado; es más, obtenida en la fecha por parte del despacho la respectiva trazabilidad web de la última notificación remitida, no se evidencia aún, constancia de entrega.
 



Ahora, no puede aceptarse, sin más, la notificación efectuada a la Cooperativa de Caficultores de Marsella por conducto de quien dijo ser su liquidador (f. 117, c. 1), sin que repose una mínima evidencia de ello en el expediente, tanto más cuando ni siquiera se conoce el verdadero estado jurídico de dicha empresa. En consecuencia, la notificación del caso, debe surtirse con quien lleve la representación legal, suceso que aquí, hasta el momento, no ha sido acreditado.
 



Esas irregularidades implican que se incurrió en la causal de nulidad prevista en el numeral 8º del artículo 133 del Código General del Proceso, por no haberse notificado en debida forma del auto que dio impulso a la actuación a los precitados sujetos, lo que le ha impedido ejercer a cabalidad su derecho de defensa, tanto más en este caso en el que existe la posibilidad de que se vean afectados con la decisión final que se pueda adoptar, cuestión que no puede soslayarse y, por el contrario debe corregirse. 
  



De tiempo atrás, ha expresado sobre el tema la Corte Constitucional
 que:

  


“Concluido, entonces, como ya se indicó, que “cuando en el curso del proceso de tutela se omite notificar la admisión del mismo a los terceros con interés legítimo que pudieren resultar afectados con la decisión judicial, se presenta causal de nulidad por violación del debido proceso y del derecho de defensa”
:

   


“Tal notificación, ha expresado la Corte, constituye garantía imprescindible del debido proceso y en particular del derecho de defensa de las personas que, no obstante que no son las destinatarias de la acción, pueden resultar afectadas como consecuencia de la decisión que se adopte por el juez de tutela. De esta manera se procura que antes de que se produzca el fallo, dichos terceros tengan la oportunidad de cuestionar lo dicho por las partes, de solicitar pruebas o controvertir las existentes, de presentar alegatos y, eventualmente, de impugnar la decisión que resulte adversa a sus intereses.” (Auto 231 de 2002 M.P. Rodrigo Escobar Gil).

   


Ahora bien, en cuanto a la nulidad que se genera como consecuencia de la falta de notificación de la iniciación del proceso de tutela a terceros que podrían resultar afectados por la decisión la Corte ha resaltado:

    


“Así pues, en guarda de la prevalencia del derecho sustancial, el mecanismo adecuado para restablecer ese equilibrio roto es la solicitud de nulidad, enderezada a que la actuación judicial vuelva a surtirse con la cabal observancia de las garantías procesales, en especial del derecho de defensa, y en favor de las partes y demás interesados.  (Sentencia T-247 de 1997 M.P. Fabio Morón Díaz).”

  



Si bien en algunos casos, como en el precedente, se procura rectificar la situación poniéndola en conocimiento del afectado para que si es su interés alegue la nulidad, en varios pronunciamientos la alta Corporación
 ha optado por declarar directamente la misma, pese a mediar comunicación al interesado y este guardar silencio sobre el particular. Recientemente
, la misma Corporación decidió subsanar directamente el defecto, pero dejó en claro que ello debe ocurrir cuando exista el riesgo de afectar desproporcionadamente los derechos fundamentales de la parte accionante, lo que no acontecería en el presente caso.
  



Como corolario de lo dicho, se declarará la nulidad de la actuación a partir del fallo de primera instancia, calendado a marzo 28 de 2016, y se le ordenará al Juzgado Quinto Civil del Circuito, que proceda a la debida notificación de Jesús María Osorio Betancourt y de quien funja como representante legal de la Cooperativa de Caficultores de Marsella, quienes fueron citados a conformar el extremo pasivo de la acción.

En armonía con lo delineado, esta Sala Unitaria Civil-Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira,
RESUELVE:

  



DECLARAR la nulidad de lo actuado en la acción de tutela instaurada por Elizabeth Nieto Morales, contra el Juzgado Promiscuo Municipal de Marsella (Risaralda), a la que fueron vinculados Bancolombia, la Cooperativa de Caficultores de esa municipalidad, Marco Tulio Zuluaga Bustos y Jesús María Osorio Betancourt, a partir, incluso, desde la sentencia del 28 de marzo del año que avanza.


 
 

ORDENAR al Juzgado Quinto Civil del Circuito local, notificar en debida forma a Jesús María Osorio Betancourt, y a quien acredite ser el representante legal de la Cooperativa de Caficultores de Marsella, el auto que dio impulso a la actuación, calendado a marzo 10 de 2016, en aras de que se garantice la oportunidad de contradicción; para ello, hágase inmediata devolución del expediente.

  



Las pruebas practicadas conservarán su validez. 

  



En la forma dispuesta por el artículo 5º del Decreto 306 de 1992 notifíquese sobre el contenido de este proveído a todos los interesados.

El Magistrado,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO 

� Auto 141/08


� Auto 231 de 2002 M.P. Rodrigo Escobar Gil


� Por ejemplo, como ocurrió en los casos plasmados en los Autos 113, 212 y 270 A de 2012 


� Auto 071 A de 2016; expediente T-5193952. MP Jorge Iván Palacio Palacio
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